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RESUMEN  
El interventor como agente del estado cumple la importante  función pública de controlar y vigilar la 
ejecución de los contratos celebrados por las entidades públicas, tarea que contribuye al 
cumplimiento de los fines del Estado, pero que consecuentemente le impone, en el ejercicio de sus 
funciones una serie de cargas y responsabilidades de carácter civil, penal, fiscal y disciplinario,  y 
que adquiere una especial relevancia en el contexto de la contratación que está impregnado de 
contingencias tales como la corrupción, y  la ineficiencia e irresponsabilidad del contratista, y la ética 
de quienes intervienen el ámbito contractual,    
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execution of contracts by public entities, a task that contributes to achieving the aims of the 
State, but subsequently imposed in the exercise of his functions series of burdens and 
responsibilities of civil, penal, fiscal and disciplinary and acquires a special relevance in the 
context of procurement is steeped in contingencies such as corruption and inefficiency and 
irresponsibility of the contractor, and the ethics of those who involved the contractual sphere, 
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INTRODUCCION  
 
La Presente investigación pretende analizar la responsabilidad disciplinaria del particular que actúa 
en calidad de interventor de los contratos del Estado, conforme a lo establece el artículo 53 de la 
Ley 734 de 2002, norma que encuentra su sustento en los artículos 6, 123,  y 366 de la Constitución 
Política, respecto de las cuales se deduce que los particulares, a pesar de no tener una vinculación 
laboral de dependencia, y subordinación frente al Estado, responderán administrativa y 
disciplinariamente por sus acciones, omisiones o extralimitaciones en que incurran en la ejecución 
de un contrato de interventoría. Este trabajo es concebido para mostrar la problemática que implica 
la inclusión de los particulares como sujetos destinatarios de la ley disciplinaria; y en todo caso 
determinar si existe una extralimitación por parte del operador disciplinario y la administración 
cuando desconoce los criterios que ha establecido la Constitución Política y la ley para  atribuir el 
ejercicio de funciones públicas o de funciones administrativas a particulares.  
Dentro de la investigación el objeto de estudio es la responsabilidad disciplinaria del particular que 
actúa en calidad de interventor de los contratos estatales,  establecer si la interventoría es una 
función pública o administrativa,  determinar el impacto generado por la acción u omisión del 
interventor en la ejecución de los contratos estatales, y  por otro lado provocar reflexiones y 
planteamientos relacionados acerca de la efectividad del control que ejercen los interventores sobre 
los contratos estatales.  
La pretensión específica de esta investigación es realizar una aproximación de esta institución y 
conocer  el  alcance del trabajo que debe realizar la autoridad disciplinaria competente en el análisis 
de la estructura de la responsabilidad frente a los criterios que ha establecido la Constitución 
Política y la ley para determinar la responsabilidad del interventor, establecer si  se hace necesario 
estandarizar, en un procedimiento único de control y supervisión, todas las actividades de vigilancia 
a la gestión contractual o si es necesario que cada entidad continúe fijando mecanismos propios 
internos de control. Pero además se busca analizar las novedades legislativas en materia de 
supervisión e interventoría para determinar si constituyen un avance eficaz en la salvaguarda del 
interés público y cumplimiento de los fines del estado. 
En esta perspectiva y teniendo en cuenta que la inclusión de los particulares que actúan como 
interventores de los contratos que celebra el Estado obedece, entre otras razones, a que la 
Constitución, inspirada en el principio de colaboración, le otorgó facultades a los particulares para el 
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desarrollo de funciones públicas,  igualmente, en razón a que la Corte Constitucional ha definido en 
varios de sus pronunciamientos el papel del particular que actúa como interventor cuando señala 
que en el cumplimiento de las labores de interventoría en los contratos estatales el particular 
contratista se ve atribuido del ejercicio de una función pública y que en este sentido resulta aplicable 
en su caso la ley disciplinaria,  y en consecuencia resulta claro que el interventor de los contratos 
estatales hace parte también de la administración cuando adquiere ese condición, y por virtud de 
ello, se encuentra sujeto al principio de que la función pública implica competencia de ejecución 
circunscrita necesariamente a un mandato superior.  
Por último es oportuno expresar que aunque la literatura colombiana sobre la interventoría no es 
abundante, es importante resaltar positivamente que, por la naturaleza de la investigación,  el 
margen de las reflexiones y consideraciones teóricas fueron realmente mínimas, en la medida en 
que todo el análisis y sus posteriores conclusiones fueron el fruto del procesamiento  de la  
información extraída de la fuente primaria. Así, las proposiciones y las conclusiones fueron 
contrastadas con  la normatividad y los antecedentes jurisprudenciales sobre la materia.  Así pues, 
este trabajo contiene reflexiones y análisis legales y jurisprudenciales en materia de la 
responsabilidad disciplinaria del particular que actúa en calidad de interventor, de cada uno de los 
elementos de la estructura de la responsabilidad disciplinaria del interventor, del fundamento 
constitucional y legal de los elementos que integran el vínculo entre el particular (interventor) y el 
Estado. 
1 LA GESTIÓN DEL PARTICULAR QUE ACTÚA COMO INTERVENTOR DE LOS 
CONTRATOS DEL ESTADO  
El Estado Social ha sido denominado por los juristas como Estado de bienestar y constituye un tipo 
de modelo de Estado prestador de bienes y servicios, garante de la procura existencial, que se 
desarrolla en Europa entre 1930 y 1980. Es importante destacar que la expresión “Estado social de 
Derecho” se adopta del constitucionalismo alemán posterior a la segunda guerra mundial, y en 
1991,  es recogido en el artículo primero de la Constitución Política Colombiana, este concepto se 
desarrolla en tres principios orgánicos: legalidad; independencia y colaboración de las ramas del 
poder público para el cumplimiento  de los fines esenciales del Estado; y criterios  de excelencia. Se 
considera que en la actualidad la organización y estructura  política del Estado es el resultado de un 
proceso de biología histórica y de transformaciones institucionales ocurridas no sólo en nuestro 
ordenamiento jurídico, sino también en el de las principales democracias constitucionales del 
mundo, en la cual el particular no solo es un simple colaborador del estado sino que su intervención 
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es indispensable para impulsar el bienestar y el desarrollo  de la sociedad, en tal sentido se 
demanda la necesidad de una conjugación de esfuerzo público y privado con el objeto de buscar la 
satisfacción de las necesidades básicas de la población, y por tal razón se requiere que en el 
ordenamiento jurídico se establezca el principio de responsabilidad, el cual debe ser instituido no 
solo para el Estado sino también para los particulares; quienes a su vez asumen  obligaciones y 
tareas que antes cumplían de manera exclusiva y en ocasiones de manera excluyente las 
autoridades estatales. 
Lo anterior ha sido reiterado por la Corte Constitucional en varias ocasiones, tal como lo hace en 
sentencia C-286 de 27 de junio de 1996 Expediente D-1116 en la cual señala que: 
[Sin embargo, de nuestro sistema jurídico ha desaparecido hace mucho tiempo la 
separación absoluta y extrema entre las órbitas pública y privada en lo relacionado con las 
actividades que tienen por objeto la realización de los fines perseguidos por la sociedad y la 
satisfacción efectiva de sus necesidades… 
De allí resulta que, sin desconocer la libertad de las personas en su iniciativa y en sus 
actividades económicas y laborales, la Constitución haya previsto formas de vinculación de 
los particulares a la gestión de intereses y asuntos públicos sin que en virtud de ella pierdan 
su condición privada. 
Así lo contemplan, entre otras normas, los artículos 2, 116, 123, 131, 221 (1º del Acto 
Legislativo No. 2 de 1995), 246, 267, 277-9, 318, 340 (Cfr. Sala Plena. Sentencia C-015 del 
23 de enero de 1996) y 365 de la Constitución, que autorizan el ejercicio de funciones 
públicas por personas particulares, en ciertas situaciones y previos determinados requisitos 
que la propia Carta o las leyes establecen, o que les permiten participar en actividades de 
gestión de esa misma índole. 
Desde luego, tal ejercicio de funciones públicas no puede estar despojado de los necesarios 
controles ni hallarse exento de las responsabilidades que en sí mismo implica.]1 
En este contexto de intervención, colaboración y de cooperación  entre el Estado y los particulares,  
la Constitución  consagra  en el artículo 123, que a su tenor literal dice así: "La ley determinará el 
régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará 
su ejercicio."2  
                                                          
1
COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-286 de 27 de junio de 1996, expediente D-1116. Demanda de 
inconstitucionalidad contra el artículo 20 -parcial- de la Ley 200 de 1995 M.P. José Gregorio Hernández Galindo. Gaceta 
de la Corte Constitucional. 
2 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Constitución Política de Colombia. Bogotá D.C. Leyer, 2009 
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En esta norma se establece la posibilidad de que los particulares participen en el ejercicio de 
funciones públicas,  y señala que la ley determinará el régimen aplicable  a los particulares que 
temporalmente desempeñen funciones públicas, pero además en  el artículo 210 de la carta política 
indica que los particulares pueden cumplir funciones administrativas  en las condiciones que señale 
la ley.  
Teniendo en cuenta las anteriores disposiciones y los artículos 2, 116, 131, 221 246, 267, 277-9, 
318, 340  y 365 de la Constitución,  la Corte ha aceptado que los particulares sean encargados del 
ejercicio directo de funciones públicas,  así como que participen en actividades de gestión de esta 
misma índole, en ese sentido se pronuncio en sentencia C-015 del 23 de enero de 1996, Sentencia 
C-286/96 magistrado ponente José Gregorio Hernández Galindo y en sentencia C-037/03 de 
veintiocho (28) de enero de dos mil tres (2003), magistrado ponente, Dr. ALVARO TAFUR GALVIS. 
Pero además es imperativo señalar que cuando la Constitución consagra el ejercicio de funciones 
públicas por parte del particular esa situación encuentra su fundamento en la institución vertebral de 
la democracia participativa como presupuesto en el cual se inspira la Constitución y en la necesidad 
de crear mecanismos adecuados para el juzgamiento de los mismos cuando su conducta atente 
contra la legalidad o el patrimonio público. 
Ahora bien el particular que actúa en calidad de interventor corresponde a uno de los grupos de 
particulares que desempeñan funciones públicas y a los cuales se refiere el artículo 53 de la Ley 
734 de 2002,estos se identifican porque su labor no se limita en forma exclusiva al control del 
contrato correspondiente, sino que se extiende más allá, si se tiene en cuenta que, su función está 
encaminada a salvaguardar los derechos de la comunidad, de la entidad contratante y  de los 
usuarios finales del bien o servicio contratado, para lo cual deberá buscar los medios necesarios 
que le permitan establecer los mecanismos de control necesarios, que le permitan garantizar al ente 
contratante el cumplimiento de  los objetivos del proyecto. El Interventor del contrato estatal es en 
primera instancia el representante de la entidad, en la ejecución de los proyectos que adelanta la 
entidad, de su gestión depende la calidad de los productos que entregue  el contratista y la 
satisfacción de las necesidades de la comunidad. 
1.1. Diferencias entre Función pública y  función administrativa   
En el desarrollo de este apartado plantearemos un tema prolijamente desarrollado por la teoría 
general del derecho, la jurisprudencia y doctrina, sobre el cual inclusive se precisan claras 
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diferencias entre función pública y función administrativa, pues, si bien son dos figuras próximas en 
el ámbito del derecho público, cada una de ellas posee su propia caracterización y tipificación que 
las diferencia entre sí, aunque muchos tratadistas en el derecho colombiano han utilizado estas 
expresiones como términos sinónimos y hablan indistintamente de función pública y de función 
administrativa  
Así las cosas por un lado está la Función Pública que corresponde al conjunto de funciones y 
actividades que cumple el Estado, a través de las ramas del poder público, de los órganos 
autónomos independientes y demás entidades o agencias públicas en orden a alcanzar sus 
diferentes fines, la función publica debe realizarse según los principios orientadores de la función 
administrativa puesta al servicio de los intereses generales y que se refieren a la moralidad, 
igualdad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (CP, art. 209).Por otra parte esta 
la función administrativa que es una de las funciones del poder público, o sea, una clase de función 
pública, de modo que el género es función pública y una de sus especies es la función 
administrativa, en la medida en que ésta se inscribe en la función ejecutiva. 
La función administrativa la ejerce el estado, como gestor del interés público, a través de la cual las 
entidades públicas entran en relación con los particulares, como sujetos de derecho, y su naturaleza 
está determinada por la gestión de los asuntos públicos ordinarios; esta ocupa un lugar secundario 
pues en ejercicio de esta función el Estado se ocupa de asuntos como la gestión de servicios 
públicos. De esta manera la función administrativa es una actividad inherente al estado, mediante la 
cual sus órganos, en ejercicio del poder público se relacionan con los administrados  
Sobre el asunto se ha referido el Consejo de Estado que señalo: 
[la función administrativa es una de las funciones del poder público, o sea, una clase de 
función pública, de modo que el género es función pública y una de sus especies es la 
función administrativa, en la medida en que ésta se inscribe en la función ejecutiva, de 
suerte que su primera característica es la de ser inherente al poder del Estado, igual que lo 
son las demás funciones públicas clásicas: la legislativa y la jurisdiccional, correspondientes 
a las tres ramas en lo que constituye la tradicional división tripartita del poder público, según 
lo consagra el artículo 113 la Constitución Política]3 
Es imperativo señalar que la función administrativa ha sido entendida por la jurisprudencia como 
aquella que está atribuida al gobierno, entendiendo la palabra "gobierno" como la rama Ejecutiva del 
                                                          
3COLOMBIA, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN PRIMERA. 
Radicación número: 25000-23-24-000-2000-00772-01. Referencia: Recurso ordinario de suplica de  1º de noviembre de 
2007. M.P. Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta.   
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poder público. Sin embargo aunque la titularidad del ejercicio de la función administrativa la tiene el 
Estado está también puede ser ejercida por los particulares, quienes colaboran con el Estado en el 
cumplimiento de sus funciones, de conformidad con el artículo 123 de la Constitución Política.4  
Lo anterior significa que la Constitución autoriza no solo para que los particulares colaboren con las 
funciones administrativas del Estado, pues la norma habla genéricamente de funciones públicas y 
luego la Constitución se encarga de hacer precisiones, porque el artículo 116 se refiere a los 
particulares que administran justicia y señala que los particulares pueden ser investidos 
transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados de causas 
criminales, de conciliadores, o de árbitros, disposición específica para la función judicial. Por su 
parte el  inciso segundo del artículo 210 es específico para la función administrativa5  
Esta disposición nos pone de presente la facultad que tienen los particulares de cumplir funciones 
administrativas en las condiciones que señale la ley, y es claro que esta es, la Ley 489 de 1998, que 
establece como  deben  desarrollarse las funciones de los particulares cuando colaboran con el 
Estado, sin embargo cuando en el cumplimiento de la función administrativa   
Al respecto la Corte Constitucional se ha pronunciado en sentencia C-Sentencia C-866/99, 
Expediente D-2369, en el sentido de indicar que:  
De manera general puede decirse entonces, desde este punto de vista, que el contenido de la 
función administrativa o ejecutiva son las actividades del poder Ejecutivo. Sin embargo, en los 
sistemas de gobierno presidenciales, como el nuestro, el órgano Ejecutivo tiene a la cabeza al 
presidente de la República, quien, al contrario de lo que ocurre en otros sistemas de gobierno, 
ejerce a la vez funciones de jefe de Estado, de jefe de Gobierno y de suprema autoridad 
administrativa (art. 115 de la Constitución Política). La Teoría General del Estado enseña que 
el presidente de la República, como jefe de Estado, simboliza y representa la unidad nacional, 
dirige las relaciones internacionales, defiende la integridad territorial y dirige la fuerza pública, 
entre otras, al paso que como jefe de Gobierno ejerce funciones como el liderazgo político del 
Estado y la dirección de la economía. Sin embargo, todas estas funciones no son propiamente 
administrativas, sino políticas o gubernamentales y, en cuanto entrañan el ejercicio de la 
soberanía exclusiva del poder político, no son atribuibles a los particulares, pues la democracia 
representativa exige que sean los gobernantes elegidos por el pueblo, quienes ejerzan la 
conducción política y encarnen la soberanía de la nación. A esta realidad se refiere el artículo 
3° superior, cuando expresa: "La soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del cual 
                                                          
4 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Constitución Política de Colombia. Articulo  123, Bogotá D.C. 
Biblioteca Jurídica Diké, 1998.   
5  Ibíd. ., p 91 
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emana el poder público. El pueblo la ejerce en forma directa o por medio de sus 
representantes, en los términos que la Constitución establece6.  
En esta sentencia la Corte establece que atendiendo la estructura del estado contenida en el 
artículo 115 de la Constitución Política el presidente de la república es jefe de estado y jefe de 
gobierno y suprema autoridad administrativa, y teniendo en cuenta la clara diferenciación que existe 
entre las funciones que cumple el presidente como jefe de estado  y como jefe de gobierno, pues 
mientras que la primera implica la adopción de las grandes decisiones políticas del Estado que 
pueden llegar a comprometer el rumbo  de la actividad que tiene que desarrollar el ejecutivo, la 
segunda simplemente se encuentra lo puramente administrativo; la distinción se daría en este orden 
de ideas, en razón de la importancia cualitativa de los asuntos a resolver, en consecuencia la Corte 
constitucional considera que las funciones propiamente administrativas son las que posiblemente 
cabe atribuir  a los particulares. 
Ahora bien el principio de división de poderes supone necesariamente  aceptar una serie de 
limitaciones, pues debe señalarse que la Constitución establece algunos límites en la asignación de 
las funciones administrativas a los particulares las cuales se asignan en forma exclusiva y 
excluyente a la Rama Ejecutiva, es así como encontramos el artículo 6° de la Carta al consagrar 
que los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las 
leyes y que los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el 
ejercicio de sus funciones, lo cual revela que los agentes del estado solo pueden atribuir a los 
particulares las funciones que son de su competencia teniendo en cuanta que las autoridades 
administrativas sólo pueden atribuir a los particulares el ejercicio de funciones propias y no la de 
otros, conforme al axioma latino nemo dat quod non habet según la cual nadie es capaz de dar lo 
que no tiene. Pero además según la Constitución otros límites están dados por la Ley cuando indica 
en el artículo210 que la Ley (489 de 1998) establecerá las condiciones para que los particulares 
puedan cumplir funciones.  
Por último, encuentra la Corte que la atribución de funciones administrativas tiene otro límite: la 
imposibilidad de otorgar completamente las funciones que se han otorgado a los servidores públicos 
al particular al extremo de que éste reemplace totalmente a la autoridad pública en el ejercicio de las 
funciones que le son propias, pues con ello se vulneraria la carta que en su artículo 2° reclama 
                                                          
6COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-866 de 3 de noviembre de 1999, expediente D-2369. M.P. 
Vladimiro Naranjo Mesa. 
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como fines esenciales del estado el que las autoridades de la República están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y 
de los particulares, por lo tanto de ninguna manera la asignación de funciones administrativas el 
particular puede sustituir al servidor público al punto de que este haga innecesaria  su existencia 
pues la Constitución ha instaurado en los agentes del estado en primer instancia el cumplimiento de 
los fines del Estado y para su alcance debe cumplir  determinadas funciones públicas dado el 
interés público que encierran dicho tipo de actuaciones, que además representa una actividad 
intransferible por constituir la esencia constitucional de la Función Pública. 
En ese punto que es decisivo, conforme a lo anterior, se debe admitir, que la asignación de 
funciones administrativas a particulares tiene que efectuarse teniendo en cuenta los límites y 
restricciones que resultan de lo establecido por la Constitución y la Ley, adicionalmente para ello 
debe acudirse a criterios materiales y a  las circunstancias de tiempo, modo  en que se haya 
celebrado y ejecutado el contrato para establecer el criterio de cómo se va a controlar su 
cumplimiento, en ese mismo sentido la naturaleza de la competencia en materia de atribuciones y 
funciones públicas debe ser explícita, de forma tal que se respete el principio de legalidad, con ello 
se logra una certeza respecto de la labor que ejerce la persona que se encuentra desarrollando una 
actividad administrativa, lo que a su vez permite conocer con exactitud el alcance de su 
responsabilidad frente a la administración misma y frente a los asociados. Apuntamos igualmente 
que el cumplimiento de funciones administrativas por los particulares debe hacerse en los términos 
taxativos, precisos y específicos que señale la ley de tal manera que no se invada la competencia 
de los agentes del estado.  
Vale la pena destacar que los artículos 6°, 113, inciso 3°,116 inciso 1°, 2°,3°, 121, 122, inciso 2°, 
123 inciso 2°, 246, 267 inciso 2° y 365 de la Constitución enfatizan la función, como lo relevante 
para lo público, y que la esencia de lo público está en la función.  
De la evolución jurisprudencial que se ha destacado, se desprende entonces  que el criterio esencial 
para determinar si un particular puede ser sujeto  o no del control disciplinario,  lo constituye el 
hecho de que este cumpla o no funciones públicas o administrativas. Frente a este panorama los 
particulares pueden ejercer funciones públicas de manera transitoria, pero no les pueden ser 
asignadas el cumplimiento de funciones públicas que ya se han atribuido expresa y 
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excluyentemente a los propios servidores públicos, bajo la rigurosidad y exigencias del principio de 
legalidad,  
Es oportuno señalar que el artículo 44 de la Ley 1474 de 12 de julio de 2011 por la cual se dictan 
normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de 
corrupción y la efectividad del control de la gestión pública, modifico el artículo 53 de 53 de la Ley  
734 de 2002, y especifico en el inciso segundo en qué casos se entiende que un particular ejerce 
función pública para determinar quiénes son sujetos disciplinables, sin embargo en desarrollo de 
esa tarea incurre en una impresión pues confunde los conceptos de función pública y función 
administrativa y además los hace equivalentes, situación que ya había sido aclarada por la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, principalmente por la sentencia C -037 de 2003.  
Así pues, es evidente que es la jurisprudencia de la Corte constitucional a partir de la sentencia C-
037 de 2003,Sentencia C-286/96,C-Sentencia C-866/99,y Sentencia C-563/98 M.P. Antonio Barrera 
Carbonell-Carlos Gaviria Díaz, entre otras, las que precisan cuando se entiende que un particular 
está cumpliendo funciones públicas y cuando cumple funciones administrativas, pues la ley solo lo 
establece de manera genérica, situación que evidencia un amplio margen de apreciación para el 
operador disciplinario quien debe analizar la conducta, la naturaleza del contrato, o del el acto 
administrativo que confiere la función administrativa, situación que supone ambigüedad en la ley en 
este asunto especifico.  
1.2.  Interventoría-concepto  
En Colombia la figura de la interventoría por primera vez se menciona en el decreto 1050 de 1955 
(art.273), posteriormente, este concepto se desarrolla en el artículo 96, 97 y 98 del Decreto 150 de 
1976, el cual fue derogado por el artículo 301del Decreto 222 de 1983, luego se reglamento y se 
amplía y precisa el concepto en la ley 80 de 1993 estatuto general de la contratación, el decreto 
2326 de 1995 que reglamento específicamente los Concursos para la selección de consultores de 
diseño, planos, anteproyectos y proyectos arquitectónicos, también  encontramos sobre el tema, 
regulación en la ley 1150 de 2007, y en el decreto 2474 de 2008. El artículo 32 numeral 2 de la ley 
80 de 1993 define el contrato de consultoría  como aquel que:  
…celebren las entidades estatales referidos a los estudios necesarios para la ejecución de 
proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas 
o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de coordinación, control y 
supervisión. 
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Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, 
gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, 
anteproyectos y proyectos. 
Ninguna orden del interventor de una obra podrá darse verbalmente. Es obligatorio para el 
interventor entregar por escrito sus órdenes o sugerencias y ellas deben enmarcarse dentro 
de los términos del respectivo contrato7. 
 
Por su parte la Procuraduría segunda delegada para la contratación estatal, radicación: 089-0834-
2008 fallo de segunda instancia en procedimiento verbal de Octubre 8 de 2010 define la 
interventoría como “el conjunto de actividades que en representación de una determinada entidad 
realiza una persona natural o jurídica para vigilar, controlar, verificar y colaborar en la ejecución de 
los contratos. Equivale a una exigencia de orden legal que tiene como propósito asegurar al máximo 
el cumplimiento del objeto contractual, de los fines de la contratación y la satisfacción de los 
intereses de la entidad mediante la obtención del fin perseguido.”8 
 
Con fundamento en el análisis efectuado sobre las normas que regulan el concepto de la 
interventoría y el objetivo que supone esta actividad, el cual no es otro que el control y vigilancia de 
las acciones del contratista, con el fin de lograr el cumplimiento de las obligaciones adquiridas en el 
contrato y los documentos integrantes del proceso contractual como lo son los pliegos de 
condiciones, los estudios previos y diseños, queda claro que el contrato de interventoría  tiene como 
propósito, efectuar control, seguimiento y evaluación de los actividades contratadas por la entidad 
pública, para ello el interventor, está en obligación de desplegar todas las diligencias necesarias 
para  garantizar la ejecución idónea del contrato sobre el cual recae la labor de interventoría,  pues 
de acuerdo con lo señalado en el artículo  53 de la Ley 80 de 1993,  los interventores,  responden  
civil y penalmente por el cumplimiento de las obligaciones  derivadas del contrato de interventoría, 
como de los hechos u omisiones  que le fueran  imputables y que causen daño o perjuicio  a las 
entidades derivados de la celebración y ejecución  de los contratos respecto  a los cuales hayan 
ejercido  o ejerzan  las funciones de interventoría.  En razón de esa máximael interventor para el 
cumplimiento de dicha labor,  no solo está en la obligación de controlar lo relacionado con el 
aspecto técnico del contrato, a hacer las revisiones periódicas indispensables para verificar si las 
obras ejecutadas, los servicios prestados, o los bienes suministrados, cumplen con las requisitos de 
calidad  establecidos por la entidad  y ofrecidas por el  contratista, pues su función principal es el 
                                                          
7
 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 80 (28 de octubre, 1993) por la cual se expide el Estatuto General 
de Contratación de la Administración Pública. Diario oficial  No. 41.094.  
8 COLOMBIA, PROCURADURÍA SEGUNDA DELEGADA PARA LA CONTRATACIÓN ESTATAL. Radicación: 089-
0834-2008, fallo de segunda instancia en procedimiento verbal de octubre 8 de 2010. 
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colaborar con el Estado para alcanzar los fines de la contratación, pero además, adelantar las 
actividades necesarias que hagan posible dicho cumplimiento, en razón de ello,  su labor de control, 
vigilancia e inspección  abarca  actividades de carácter administrativo, pero también de orden 
financiero, y legal, para lo cual  debe  exigir el cumplimiento de todas y cada una de las cláusulas 
del contrato, verificar la constitución, y vigencia de las garantías, y si es necesario, informar al 
representante legal de la entidad pública sobre la existencia de incumplimiento para aplicar las 
sanciones a que haya lugar.  
 
Teniendo en cuenta las consideraciones apuntadas el interventor, tiene facultades que en principio 
solo le corresponderían a la entidad estatal, por lo tanto su labor se extiende a todos los materias 
que afecten directa o indirectamente el buen desarrollo del contrato, de manera que, como líneas 
atrás adelantábamos, entre el particular y el estado se establece un vinculo, pero esa relación surge 
únicamente por la naturaleza de la función que se le atribuye por ministerio de la ley. De tal modo 
queel interventor, puede ser un particular que cumple funciones públicas, tal como lo ha sostenido la 
Corte Constitucional en la sentencia 563 de 1998 y 037 de 2003, y en esa medida está obligado a la 
consecución de los fines de la contratación estatal, frente a lo cual  debe exigir al contratista la  
correcta y oportuna  ejecución del contrato, pues el principal objetivo del contrato de interventoría es 
precisamente buscar el cumplimiento de los fines estatales y de la  contratación, para lo cual el 
interventor está en la obligación de adelantar junto con la entidad todas las acciones  tendientes  a 
hacer posible la ejecución del contrato  objeto de  vigilancia y control. 
 
No obstante lo anterior, y sobre este aspecto es acertada  la jurisprudencia9 que ha comenzado a 
decantar el punto de que, el interventor, como sujeto particular, no pierde su calidad de tal por razón 
de su vinculación jurídica contractual con la entidad estatal, pues es imperativo destacar que cuando 
se asigna al particular el cumplimiento de una función pública, éste adquiere la condición de un 
sujeto cualificado, en la medida en que se amplía su capacidad jurídica, sin que por ello deje de ser 
un particular; pero, en este caso su situación jurídica se ve afectada en virtud de las 
responsabilidades y obligaciones públicas que asume, las cuales generan  consecuencias en los 
aspectos civiles, penales y disciplinarios conforme lo establecen los artículos 53 y 56 del Estatuto 
General de la Contratación Estatal y el código único disciplinario.  
1.3 FACULTADES Y DEBERES DE LOS SUPERVISORES Y LOS INTERVENTORES   
                                                          
9
 COLOMBIA, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA EN SALA DE CASACIÓN PENAL. Sentencia de Casación Rdo. 31797 
M. P. Dr.: Alfredo Gómez Quintero.  
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La supervisión e interventoría contractual implica el control al ejercicio del cumplimiento  obligacional 
por la entidad contratante sobre las obligaciones a cargo del contratista. Los interventores y 
supervisores están autorizados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el 
desarrollo de la ejecución contractual, y serán responsables por mantener informada a  la entidad 
contratante de los hechos o circunstancias que constituyan actos de corrupción tipificados como 
conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, de 
acuerdo al artículo 45 de Ley 1474 de 2011.   
Además la Ley 1474 de 2011 indica que constituye falta gravísima para el interventor que este no 
exija, la calidad de los  bienes y servicios adquiridos por la entidad estatal, o en su defecto, los 
exigidos por las normas  técnicas obligatorias, o certificar como recibida a satisfacción, obra que no 
ha sido ejecutada a cabalidad. También será falta gravísima omitir el deber de informar a la entidad 
contratante los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como 
conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando 
se presente el incumplimiento. 
Es obligación del interventor suministrar a la entidad contratante toda la información que requiera en 
relación con el cumplimiento del contrato, con hechos o circunstancias que puedan constituir actos 
de corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el 
cumplimiento del contrato, en caso de no hacerlo, este incurrirá en inhabilidad Esta inhabilidad se 
extenderá por un término de cinco (5) años, contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo 
que así lo declare, previa la actuación administrativa correspondiente. 
El interventor que no haya informado oportunamente a la Entidad contratante de un posible 
incumplimiento parcial o total del contrato vigilado, de alguna de las obligaciones a cargo del 
contratista, será solidariamente responsable con este de los perjuicios que se ocasionen con el 
incumplimiento por los daños que le sean imputables al interventor. Cuando el ordenador del gasto 
sea informado oportunamente de los posibles incumplimientos de un contratista y no lo conmine al 
cumplimiento de lo pactado o adopte las medidas necesarias para salvaguardar el interés general y 
los recursos públicos involucrados, será responsable solidariamente con este, de los perjuicios que 
se ocasionen. En caso de que el interventor sea consorcio o unión temporal la solidaridad se 
aplicará en los términos previstos en el artículo 7° de la Ley 80 de 1993, respecto del régimen 
sancionatorio. 
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Además es deber del interventor en cumplimiento de su labor preventiva informar a la Entidad y a la 
Aseguradora, cuando adviertan cualquier clase de dificultades e incumplimientos por mínima que 
sea, deben informar al Representante Legal o su delegado, para que el mismo señale las medidas 
que deban adoptarse. Ante problemas que no puedan solucionarse directamente con el contratista, 
el interventor debe propender porque acuda la entidad contratante a los mecanismos de solución de 
conflictos previstos en la Ley y si en ellos también fracasaren, deberá acudirse a la jurisdicción.  
En todos estos eventos debe comunicarse a la aseguradora, la que además de estar interesada 
patrimonialmente en el asunto, con frecuencia obtiene el cumplimiento del contratista. 
Al velar por los intereses de la Entidad, el interventor debe extremar su vigilancia de la ejecución del 
contrato hasta la prevención de que con ella no se causen daños a terceros, pues tales daños 
pueden afectar también la responsabilidad patrimonial de la entidad y por ende de sus funcionarios. 
2 RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA DEL PARTICULAR (INTERVENTOR)  POR EL 
INCUMPLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES 
2.1. Los interventores como sujetos disciplinables  
 
La ley 734 de 2002 establece en el artículo 25 del capítulo tercero  título segundo, libro primero de la 
parte general quienes son destinatarios de la ley disciplinaria, y en esta disposición consagra que 
son sujetos disciplinables los particulares contemplados en el artículo 53 del Libro Tercero título I del 
Código Único disciplinario. 10  
En este sentido el artículo 53 de la Ley 80 de 1993, dispone que los consultores, interventores  y 
asesores externos responderán civil y penalmente tanto por el cumplimiento de las obligaciones 
derivadas del contrato de consultoría, interventoría o asesoría, como por los hechos u omisiones 
que les fueran imputables y que causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la 
celebración y ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las 
funciones de consultoría, interventoría o asesoría. Así mismo el artículo 56 del mismo estatuto 
señala que para efectos penales, el contratista, el interventor, el consultor y el asesor se consideran 
                                                          
10 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 734 (5 de febrero, 2002). Por la cual se expide el Código 
Disciplinario Único. “ARTICULO 53. Sujetos Disciplinables. El presente régimen se aplica a los particulares que cumplan 
labores de interventoría en los contratos estatales; que ejerzan funciones públicas, en lo que tienen que ver con estas; 
presten servicios públicos a cargo del Estado, de los contemplados en el artículo 366  de la Constitución Política, 
administren recursos de este, salvo las empresas de economía mixta que se rijan por el régimen privado.” Diario oficial. 
N°  44.708 de 13 de febrero de 2002.  
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particulares que cumplen funciones públicas en todo lo concerniente a la celebración, ejecución y 
liquidación de los contratos que celebren con las entidades estatales y, por lo tanto, estarán sujetos 
a la responsabilidad que en esa materia señala la ley para los servidores públicos. 
A los particulares  además se les hace extensivo el régimen de inhabilidades, impedimentos, 
incompatibilidades y conflicto de intereses, a los que están sujetos los servidores públicos, que se 
amplían además con las normas del artículo 8 del Estatuto General de la Contratación Estatal y los 
artículos 110, 111,112,113 y 114 de la ley 489 de 1998 que se constituye, consideramos, uno de los 
fundamentos del régimen disciplinario para los particulares, y que regulan específicamente el 
ejercicio de funciones administrativas por particulares.  
Se resalta que la entrada en vigor de la Constitución Política de 1991, reforzó en el ordenamiento 
jurídico, el  papel a desempeñar dentro del mismo, de los principios jurídicos constitucionales, y 
valores expresados en normas jurídicas, los cuales determinan los criterios a los que ha de ceñirse 
la aplicación de cualquier norma del sistema jurídico, en tal sentido el artículo 6º de la Constitución 
Política que consagra que los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes y los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones, no  admite una interpretación literal sino que se 
debe desentrañar su sentido en consonancia con el conjunto de principios y preceptos 
constitucionales, pues el particular que se halla en cualquiera de las situaciones en las que el orden 
jurídico lo faculta para cumplir funciones que en principio corresponderían a agentes del estado, no 
puede ser mirado bajo la perspectiva de una responsabilidad igual a la de los demás particulares, ya 
que por razón de la tarea que efectivamente desarrolla, y en cuanto toca con el interés general, es 
públicamente responsable por su actividad, sin que llegue por eso a convertirse -se repite- en 
servidor del Estado desde el punto de vista subjetivo. 
Así pues el particular, quien precisamente no se encuentra en la condición del servidor público, toda 
vez que no ha establecido un vínculo de dependencia o subordinación frente al Estado, ni percibe 
de él asignación o salario, está en principio exento del régimen disciplinario estatal y su 
responsabilidad ante las autoridades únicamente puede surgir de las transgresiones en que incurra 
en relación con los preceptos constitucionales y legales, tal como lo pregona el artículo 6º de la 
Carta Política. 
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En este tema la jurisprudencia colombiana, desde la Sentencia C-286 de 199611, acoge de manera 
reiterada el criterio material como fundamento de la imputación disciplinaria de los particulares. 
Conforme a este criterio, ha indicado la Corte que la aplicación del derecho disciplinario surge a 
partir del ejercicio de la función y no del vínculo, es decir, que en el caso del servidor público, por el 
hecho de serlo, queda sometido al régimen disciplinario conforme a la Constitución y a la ley, en 
razón de su investidura, pues es titular genérico de las funciones públicas. La responsabilidad del 
particular, al no ser servidor público, pues no tiene un vínculo de subordinación o de dependencia 
con el Estado, con cualquier, organismos, entidades o corporaciones que hacen parte de su 
estructura, se funda en un factor objetivo y material: el ejercicio de la función pública que le ha sido 
confiada, pues este ejercicio afecta el interés público y, en esa medida, supera el ámbito del 
derecho privado. Consecuente con esta idea en la Sentencia C-037 de 200312, la Corte amplia e 
impulsa este criterio al considerar que el ejercer o cumplir funciones públicas es un elemento 
esencial para determinar si el particular es o no sujeto del control disciplinario. 
Frente a ello es indispensable destacar que para arribar a dicha conclusión, se hace necesario 
establecer, en cada evento, si las funciones que debe prestar el particular por razón de la 
contratación, consiste en desarrollar funciones públicas o simplemente se limita a realizar un acto 
material en el cual no se involucra la función pública propia del Estado. 
De lo anterior se puede concluir que cuando al particular se le encomienda la prestación de una 
función pública, no por ello se convierte en funcionario estatal, pero la consecuencia es que debe 
asumir las responsabilidades como éste en los ámbitos penal, disciplinario, fiscal o civil, siempre 
obviamente que para el ejercicio de las potestades inherentes al Estado medie una ley que lo haya 
habilitado para ello. 
Es imperativo indicar que el artículo 45 de la Ley 1474 de 12 de julio de 2011 modifica el artículo 55 
numeral 11 de la ley 734 de 2002 que establece la responsabilidad del interventor por faltas 
gravísimas, la modificación consiste en que se incorpora el numeral 34 del artículo 48 de la Ley 734 
                                                          
11 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-286 de 27 de junio de 1996. Demanda de inconstitucionalidad 
contra el artículo 20 -parcial- de la Ley 200 de 1995, expediente D-1116 M.P. José Gregorio Hernández Galindo. Gaceta 
de la Corte Constitucional. 
12
 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 de 2003 de 28 de enero de 2003. Demanda de 
inconstitucionalidad contra los artículos 3, 17, 46, 53, 93, 143, 160, 165 (parciales) de la Ley 734 de 2002 "por la cual se 
expide el Código Disciplinario Único" y contra el artículo 115 (parcial) de la Ley 270 de 1996 "Estatutaria de la 
Administración de Justicia" M.P. Álvaro Tafur Galvis. Bogotá D.C.. 
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de 2002, el cual a su vez fue modificado por el articulo 84 parágrafo 1 de la ley 1474 de julio 12 de 
2011.  
Por otro lado es importante resaltar que el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 establece una clara 
diferencia en relación con la interventoría y la supervisión que antes el Estatuto de Contratación 
Estatal no señalaba, en donde se indica en primer lugar que la supervisión la ejerce la propia 
entidad estatal, mientras que la ejecución de una interventoría debe contratarse con una persona 
externa a la entidad externa a la entidad pública cuando el seguimiento del contrato suponga 
conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo 
justifique. Señala además que no obstante cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde con la 
naturaleza del contrato principal,  podrá contratar el control y vigilancia técnica, financiera, contable, 
jurídica del objeto del contrato dentro de la interventoría.  
Es importante destacar, que a pesar de que resulta positivo que el Estatuto anticorrupción deja 
absolutamente claro que la interventoría solo puede ser externa mientras que la supervisión es 
realizada directamente por la misma entidad a través de uno de sus funcionarios, ambas figuras, 
tanto la interventoría como la supervisión exigen, que la persona a quien se encargue la función de 
efectuar dicho control, sea idónea y competente y en ese sentido, tenga el conocimiento técnico y 
especializado que le permita tener un manejo integral del objeto del contrato. 
2.2. Estructuración de la responsabilidad del interventor  
En primer lugar es necesario establecer que solo cuando se configuran todos los elementos de la 
estructura de la responsabilidad disciplinaria es procedente imponer una falta, y en esa medida, 
dentro de la estructura de la responsabilidad disciplinaria encontramos que las siguientes son sus 
categorías o componentes: capacidad, conducta, tipicidad, ilicitud disciplinaria, y culpabilidad. 
Conforme a Esiquio Manuel Sánchez Herrera:  
 
 [la falta disciplinaria se presenta cuando el servidor público, en ejercicio o por razón del 
cargo, realiza un comportamiento contrario a derecho-desvalor de acción-, 
injustificadamente, pues con su conducta violento normas subjetivas de determinación (de 
deber-Constitución –ley, de mandato, de prohibición), elementos que conducen a la 
configuración de la infracción disciplinaria, esto es, a la suma de dos elementos relevantes 
para este régimen como son el acto ilícito sustancial mas la culpabilidad-exigibilidad o 
motivación- en una de sus modalidades, dolosa o culposa. 
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Para ello, toda persona que aspire a desempeñar una función pública, bien como servidor o 
como particular, debe tener claros los conceptos generales de aquellas categorías o normas 
subjetivas de determinación, con el propósito de prevenir su inobservancia….]13  
Resulta incontrovertible conforme a lo dispuesto y al artículo 23 de la ley 734 de 2002 que define la 
falta disciplinaria que es necesaria la presencia de una infracción, de una actividad o conducta 
calificada por el ordenamiento jurídico de manera previa como ilícita, y que es imputable a titulo de 
dolo, o de culpa, sea a un servidor público o a un particular. A ese elemento se le añade el carácter 
aflictivo de la sanción, en cuanto perjuicio jurídico impuesto al individuo como consecuencia de una 
conducta  previa suya calificada como ilegal, que de esa manera reacciona en defensa del carácter 
vinculante de sus disposiciones frente al incumplimiento de las mismas, en el entendido que la 
amenaza de coerción garantiza la eficacia del derecho. En tal sentido el acción disciplinaria surge 
como resultado del incumplimiento de las obligaciones, de la extralimitación en el ejercicio de 
derechos y funciones, de la realización de una conducta prohibida, o de la y violación del régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses. 
Siendo así, en principio antes de la tipicidad para poder hablar de responsabilidad disciplinaria, 
debemos referirnos, en primer término a la capacidad es decir si existe una relación especial de 
sujeción, tradicionalmente entendida como ese vínculo estrecho que existe entre el Estado y sus 
agentes, en cuya virtud se refuerzan los niveles de cuidado, ponderación y prudencia de estos.  
Pues bien teniendo en cuenta que los particulares que cumplen labores de interventoría en contratos 
estatales son destinatarios de la ley disciplinaria conforme al procedimiento señalado en la Ley 734 
de 2002, encontramos en este punto una gran dificultad, en cuanto los deberes del particular son 
cumplir la Constitución y la ley, conforme lo consagra el artículo 6° de la Constitución Política, y si se 
lee esta norma concordándola con el  artículo 5° de la ley 734 de 2002 el cual consagra 
expresamente que “la falta será antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación alguna”, 
podemos concluir que no hay  lugar a teorizar que quien no posee una vinculación con el Estado 
puede afectar deber funcional alguno, pues el particular que actúa en calidad de  interventor no 
cumple deberes sino que debe cumplir las obligaciones que se derivan de un contrato de 
interventoría celebrado con el Estado y responder por las acciones y omisiones antijurídicas en que 
estos puedan haber incurrido en la celebración y ejecución del correspondiente contrato. 
Pese a lo anterior la doctrina y jurisprudencia ha reconocido y enfatizado que entre el interventor y 
los distintos organismos del Estado surge una relación de sujeción  la cual esta, determinada por la 
                                                          
13
SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Dogmatica practicable del derecho disciplinario –Preguntas y Respuestas-. 
Segunda edición, Bogotá: Ediciones Nueva Jurídica  2007, p. 38. 
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naturaleza de las labores que desarrollan y no por la forma o el medio que sirve de vínculo con la 
administración. Adicionalmente, debe reiterarse que la responsabilidad solo podrá estructurase 
respecto de la función propiamente dicha, es decir sin atender la condición de quien actúa sino la 
función que se le ha encomendado y el interés público que es inherente a la función ejecutada por el 
interventor  
No obstante, es importante aclarar que no se puede en discusión que corresponde al legislador en 
desarrollo del artículo 123 de la Constitución Política expedir el régimen aplicable a los particulares 
que temporalmente desempeñen funciones públicas y regular lo atinente a las responsabilidades que 
se les puede exigir. 
2.3. La afectación sustancial del deber funcional presupuesto para la existencia de 
responsabilidad disciplinaria 
Una situación problemática está relacionada con una de las categorías que conforman la estructura 
de la responsabilidad disciplinaria, la cual es la de la antijuridicidad o ilicitud sustancial, pues 
conforme al artículo 5° de la ley 734 de 2002 “la falta será antijurídica cuando afecte el deber 
funcional sin justificación alguna”, 
Respecto a la ilicitud disciplinaria Carlos Arturo Gómez Pavageau14,  señala que en derecho 
disciplinario la ilicitud no puede ser entendida como mera contradicción de la conducta con la 
norma, eso sería como pregonar la exigencia del deber por el deber mismo, y que la anti juridicidad 
sustancial es el término correcto para denominar el fenómeno propio del derecho disciplinario. 
Presupone como objeto de protección del derecho disciplinario el deber, pero en términos 
funcionales. Por ello el artículo 5° de la Ley 734 de 2002 habla de deber funcional y define la ilicitud 
sustancial como la afectación de aquel sin justificación alguna. Es presupuesto de la ilicitud 
sustancial merecedora de reproche el que se afecte sustancialmente los deberes funcionales, en los 
términos del artículo 51 de la ley 734 de 2002, quiere decir conforme a Pavageau15 esto que 
quebrantar sustancialmente un deber implica que la conducta investigada desconozca no el 
contenido de una norma específica, sino también  la razón de ser que la mismo tiene en un estado 
social y democrático del derecho.     
                                                          
14
GOMEZ PAVAGEAU, Carlos Arturo. Dogmatica del derecho disciplinario, Cuarta edición. Bogotá: universidad 
Externado de Colombia, 2007,  p. 27. 
15
 GOMEZ PAVAGEAU, Carlos Arturo. Asuntos disciplinarios praxis y Jurisprudencia: la ilicitud sustancial. Segunda 
edición. Bogotá D.C.: Ediciones Nueva Jurídica 2009, p. 41. Volumen 2. ISBN 958- 8450- 10-0   
20 
 
En tal sentido la ilicitud sustancial como elemento estructural de la responsabilidad disciplinaria 
debe concretarse cuando se pruebe que existe una conducta que afecte los deberes funcionales e 
implica afectación de los principios que rigen la función pública, de acuerdo a lo anterior el concepto 
de deber funcional adquiere un significado preponderante para el estudio de este elemento de la 
responsabilidad, a partir del cual, como ya anotamos es indiscutible que el interventor de los 
contratos del estado, en principio, no pueden afectar deberes funcionales,  habida cuenta, que sus 
obligaciones son cumplir la constitución y la ley y concretamente cumplir con las obligaciones que 
se consagraron en el contrato de interventoría o consultoría, por tanto al no cumplirse este elemento 
no habría lugar a endilgar responsabilidad disciplinaria, y lo anterior alcanza mayor relevancia si se 
tiene en cuenta tal como lo señala JAIME MEJIA OSSMAN  que “si se revisan el catalogo de 
conductas no se observa una conducta especifica y aplicable al particular interventor, como si 
aparece para el servidor público interventor prevista en el numeral 34 del artículo 48 de la ley 734 de 
2002…”16  
Y efectivamente tal como lo afirma el profesor  MEJIA OSSMAN17,  el título quinto que consagra las 
faltas y sanciones libro tercero,  capítulo tercero artículo 55 de la ley 734 de 2002 modificado por el 
artículo 45 de la ley 1474 de 2011, ni siquiera consagra como falta la conducta que en primera 
instancia da lugar al incumplimiento del contrato de consultoría, la cual es la de, incumplir su 
obligación de supervisar, y vigilar, e inspeccionar  el cumplimiento integral de las obligaciones del 
contrato objeto de la interventoría, de acuerdo con los documentos que formaron parte del proceso 
contractual, entre ellos los pliegos de condiciones, la propuesta del contratista, y de conformidad 
con las exigencias y ordenes que efectué la entidad contratante. Esta falta disciplinaria del 
interventor no consagrada en el código único disciplinario, se presenta reiteradamente en la 
contratación pública, conducta que se puede ver reflejado cuando no se verifican las condiciones de 
calidad de los bienes y servicios ofrecidos por los contratistas, en el evento en que no se exige por 
parte del interventor que los bienes y servicios entregados por el contratante se ajuste a los 
requisitos mínimos previstos en las normas técnicas obligatorias, o  cuando no se verifica que los 
dineros girados al contratista se utilicen en la ejecución de la obra  en estricta observancia con el 
cronograma de avance de obra y  se cancele según los precios pactados.  
                                                          
16
MEJIA OSSMAN, Jaime- Quiñones Ramos Silvio San Martin. Procedimiento disciplinario. Primera edición. Bogotá: 
ediciones doctrina y ley Ltda., 2004, pg. 586  
17
Ibídem 
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A su vez, resulta razonable referirnos a los artículos110, 111, y 112 de la ley 489 de 1998 en donde 
se consagra ejercicio de funciones administrativas por particulares, normas en las que bajo precisos 
términos se autoriza la atribución de funciones administrativas a los particulares y en las cuales se 
indica que la atribución de las funciones administrativas deberá estar precedida de a) un acto 
administrativo y acompañada de convenios, b) el acto administrativo debe establecer las funciones 
específicas que se encomiendan al particular, c) Las condiciones del ejercicio de las funciones; d) 
La forma de remuneración, si fuera el caso; e) La duración del encargo y  f) las garantías que deben 
prestar los particulares con el fin de asegurar la observancia y la aplicación de los principios que 
conforme a la Constitución Política y a la ley gobiernan el ejercicio de las funciones administrativas. 
Señala además en el numeral 2 del artículo 111 que la celebración de convenio, cuyo plazo de 
ejecución será de cinco (5) años y para cuya celebración la entidad o autoridad deberá elaborar un 
pliego o términos de referencia, con fundamento en el acto administrativo expedido y formular 
convocatoria pública para el efecto teniendo en cuenta los principios establecidos en la Ley 80 de 
1993 para la contratación por parte de entidades estatales. 
En este contexto, para aseverar que un particular desempeña funciones administrativas 
necesariamente debe existir  un acto administrativo que así lo determine conforme se desprende del 
artículo 110 y 111 de la ley 489 de 1998, frente a lo cual debemos comentar que la ley 489 de 1998 
como fundamento de la responsabilidad disciplinaria y como norma que autoriza el ejercicio de 
funciones administrativas en desarrollo del artículo 210 de la Constitución Política que sin la 
existencia de ese requisito no se puede imponer una sanción disciplinaria a un particular.  
Sin embargo se considera que las razones que tuvo el legislador para  establecer en cabeza del 
particular que desarrolla labores de interventoría responsabilidad disciplinaria responde además a 
que esas conductas irregulares y que quebrantan la norma y se oponen a los principios que rigen la 
función pública no pueden quedar en la impunidad cuando resultan ilícitas disciplinariamente, y 
menos cuando a estas personas se les ha confiado la importante función de controlar los contratos 
que celebran las entidades públicas que tienen a cargo el cumplimiento de los fines estatales, la 
continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses 
de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines. 
Así entonces lo que genera el reproche del Estado al particular que ejerce funciones de interventoría 
no es propiamente la voluntad de lesionar los intereses protegidos de la función pública sino 
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aquellas conductas que suponen incumplimiento o cumplimiento defectuoso de los deberes de 
cuidado y eficiencia que se le encomiendan.  
3  REPERCUSIONES DE LA DEFICIENTE INTERVENTORÍA PARA LA ENTIDAD ESTATAL 
CONTRATANTE 
 
La interventoría es un proceso por medio del cual se realiza el control o supervisión de la ejecución 
de un contrato, ese proceso tiene como propósito verificar el avance y el cumplimiento de las 
obligaciones contractuales en términos de oportunidad,  utilización de recursos, y  conforme a la 
calidad y requisitos técnicos y financieros exigidos en los pliegos de condiciones, en el contrato o en 
los demás documentos que se suscriban en la etapa contractual, esta actividad se extiende hasta la 
liquidación del contrato. La interventoría es una labor importante para la gestión del Estado, pues de 
su buen desempeño depende la calidad de los bienes entregados, garantiza la eficiente y adecuada 
inversión de los recursos públicos, además de colaborar el interventor, con el contratista en la 
correcta ejecución de los trabajos.   
Sin embargo  se observa que la interventoría  dentro de la contratación pública se ha visto en  
gravísimos casos de corrupción por negligencia, desidia e ineptitud, prácticas indebidas en los 
procesos contractuales, entre otras razones, que evidencia el fracaso de muchas obras y proyectos 
de significativa importancia para el Estado;  la experiencia muestra que la existencia de 
interventores no garantiza de manera total y absoluta la calidad de las obras ni la solución de las 
posibles controversias contractuales, pues es lamentable  observar como las entidades del estado 
en sus diferentes procesos contractuales continúan presentando irregularidades, lo cual se ve 
representado en perdidas exorbitantes sobre sus presupuestos, a la vista a veces inerme de los 
organismos de control como las Procuradurías, Contralorías, veedurías, contadurías, revisorías 
fiscales, asociaciones de usuarios, auditorías internas, etc, cuyos resultados son muy precarios, por 
no decir que nulos y, con indicadores de recuperación de recursos públicos insignificantes. Aunque 
la interventoría fue diseñada para proteger al Estado en una de las fisuras por las que se da paso a 
la corrupción, y lo que busca es el cumplimiento de los principios de la contratación en términos de 
calidad, cantidad  y  asegurar  a la entidad el cumplimiento del objeto contractual, mediante el  
examen sobre las exigencias técnicas, legales, financieras, de manera preventiva, se evidencia que 
la figura del interventor no cumple con las exigencias y rigor  que requiere la responsabilidad 
atribuida, y por el contrario es cubierta por personas carentes de experiencia e independencia o en 
caso de tenerla se les satura y atribuye la obligación de supervisar  una diversa cantidad de 
contratos que distraen y minimizan la atención sobre la ejecución de los contratos que garanticen el 
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cumplimiento de los objetivos pactados, lo cual hace apenas predecible la ineficacia de una 
supervisión en esas condiciones.  
Llama la atención que la Auditoria General de la República en informe del mes de mayo de 201118 
realizo un análisis sobre las investigaciones penales y disciplinarias relacionadas con la contratación 
estatal en el año 2010, y en el tema disciplinario en particular, se advirtió que la principal falta por la 
que se iniciaron procesos en el año 2010 fue la de “irregularidades atinentes a la supervisión del 
contrato”. Las 10 primeras irregularidades investigadas en este periodo de tiempo por la 
Procuraduría General de la Nación en el país fueron las siguientes:  
  
Tabla No 8-4 
Procesos Disciplinarios por irregularidades contractuales 
P 
PROCESOS REGISTRADOS POR IRREGULARIDADES CONTRACTUALES 
FALTA NUMERO  
IRREGULARIDADES ATINENTES A LA 
SUPERVISION O INTERVENTORIA DEL 
CONTRATO. 
103 
INCUMPLIMIENTO DE LAS 
OBLIGACIONESCONTRACTUALES A CARGO DE 
LA ENTIDAD CONTRATANTE. 
82 
SUSCRIBIR CONTRATOS SIN EL CUMPLIMIENTO 
DE LOS REQUISITOS LEGALES ESCENCIALES 
81 
IRREGULARIDAD EN EL ACTO DE 
ADJUDICACION 
53 
OMITIR LOS ESTUDIOS, DISENOS Y 
PROYECTOS Y DEMAS REQUISISTOS EXIGIDOS 
PARA LA DEBIDA PLANEACION DEL OBJETO A 
CONTRATAR. 
45 
IRREGULARIDADES EN LA EVALUACION DE LAS 
OFERTAS 
42 
LIQUIDAR DEFINITIVAMENTE EL CONTRATO SIN 
VERIFICAR EL EFECTIVO CUMPLIMIENTO DEL 
OBJETO CONTRACTUAL. 
42 
IRREGULARIDADES EN EL PLIEGO DE 
CONDICIONES 
36 
CELEBRAR INDEBIDAMENTE CONTRATOS O 
CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS CON 
ORGANISMOS INTERNACIONALES, 
COOPERATIVAS, ASOCIACIONES DE 
MUNICIPIOS Y UNIVERSIDADES SIN QUE 
CUMPLAN CON LOS REQUISITOS LEGALES. 
29 
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OMITIR DAR CUMPLIMIENTO A TODAS LAS 
OBLIGACIONES DE SUPERVISION E 
INTERVENTORIA DEL CONTRATO 
27 
Fuente: informe del mes de mayo de 2011de la Auditoria General de la República.  
 
Conforme al informe de la Auditoria General de la República referido se observa que la falta más 
recurrente fue la atinente a la supervisión o interventoría con 103 casos a nivel nacional respecto de 
esta anomalía, que generó aproximadamente 2.07 investigaciones diarias, la Procuraduría General 
de la Nación se ha pronunciado, y ha determinado que:  
 
“….Adicionalmente que la administración esté celebrando contratos sin el debido 
cumplimiento de los requisitos legales exigidos y que además muestre deficiencias en la 
supervisión y la interventoría de los mismos, genera grandes riesgos en los procesos 
contractuales que se desarrollan en el Colombia, porque demuestra que está contratando 
irregularmente posiblemente privilegiando a algunos contratistas y además no se está 
ejerciendo la adecuada vigilancia de la ejecución de esos contratos. 
  
Soporta lo anterior, que en las rendiciones de cuenta bimestral remitidas por las 
Contralorías Territoriales se ha podido establecer que en ciertos contratos no se puede 
ejercer la debida vigilancia de la ejecución de los contratos, imposibilitando el acatamiento 
de lo establecido por la PGN.19” 
 
Esta situación evidencia que la existencia de interventores no garantiza la calidad de las obras,  ni el 
cumplimiento de la importante misión preventiva que tiene el interventor de alertar a la entidad 
contratante de situaciones que pueden generar incumplimientos del contratista, tampoco garantiza  
la solución pronta de controversias que se pueden presentar en la ejecución del contrato. En ese 
orden de ideas el indebido control y vigilancia de la ejecución de un contrato estatal afecta no solo a 
la entidad contratante sino también a los terceros beneficiarios de los bienes y servicios objeto del 
contrato principal, y que la ineficiente ejecución de este control genera el riesgo de que la entidad no 
adopte oportunamente las medidas necesarias para mantener durante su desarrollo y ejecución las 
condiciones técnicas, económicas y financiaras del contrato que fueron previstas en él, es decir el 
adecuado, y eficiente cumplimiento de las funciones del interventor  se convierten en determinante 
para el cumplimiento de los fines de la entidad contratante y teniendo en cuenta la secuencia lógica 
jurídica que expresada en el artículo 113 constitucional que explica la razón de ser del derecho 
disciplinario, estos agentes del estado hacen posible el cumplimiento de las funciones del Estado.  
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Pero es importante señalar que los problemas que se pueden generar en la ejecución de la 
interventoría también tienen otra fuente de gran incidencia  y ello tiene que ver con la  deficiente 
planeación por parte de la entidad pública, la cual constituye una regla del procedimiento de 
selección y de contratación del Estado y un  componente esencial para garantizar la legalidad y el 
interés generar, que implica que todo proyecto que pretendan adelantar las entidades públicas debe 
estar precedido de estudios encaminados a determinar su viabilidad técnica y económica, pues con 
ello se busca dar aplicación a la racionalidad del gasto público en concordancia con las necesidades 
públicas,  razón por la cual, previamente a la ejecución de un contrato, la administración debe 
efectuar los estudios de factibilidad, estudios de conveniencia, necesidad y oportunidad, obtención 
de licencias, permisos, y cumplimiento de las demás exigencias normativas, elaboración de pliego 
de condiciones, y del consecuente contrato. De tal  manera que todos estos documentos producidos 
en la etapa precontractual deben expresar de manera precisa ese resultado de planificación 
detallada y completa lo que evitara confusiones, ambigüedades, y sobre todo nulidades posteriores 
que afecten el servicio público y a los destinatarios del bien o servicio, en consecuencia lo que no se 
planea, no se puede administrar, y, por lo tanto no se pueden medir los resultados y en 
consecuencia no se puede controlar,  lo cual hace inviable la interventoría y dificulta en gran medida 
su labor.   
Vale la pena resaltar que, la Ley 1474 de 2011, Nuevo Estatuto Anticorrupción, dedica un capítulo 
especial a las medidas en materia de contratación, en donde se resalta las responsabilidad de los 
supervisores e interventores de los contratos estatales, hace más rigurosas las sanciones para los 
contratistas incumplidos, y se resalta la importancia de una adecuada fase de planeación, en donde 
los estudios previos juegan un papel preponderante. 
3.1. Perjuicios derivados  de la responsabilidad del interventor   
Es imperativo establecer que la responsabilidad de los interventores es de naturaleza civil, penal, 
disciplinario y fiscal conforme se desprende del artículo 53 del Estatuto de Contratación Estatal y de 
la ley 734 de 2002 modificadas por la Ley 1474 de 2011, quienes responderán tanto por el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de interventoría, como por los hechos u 
omisiones que les sean imputables y causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la 
celebración y ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las 
funciones de interventoría. 
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La responsabilidad civil de los interventores establecida en el artículo 53 de la ley 80 del 1993, 
indica que esta surge como consecuencia de la celebración y ejecución de los contratos y de los 
hechos y omisiones y que conlleva  como resultado daños y perjuicios a las entidades públicas. 
Es importante resaltar, que tanto las entidades públicas como los particulares que ejercen funciones 
administrativas son sujetos de  responsabilidad, toda vez que los daños y perjuicios ocasionados a 
la entidad estatal,  revisten  un carácter netamente patrimonial, sin perjuicio del ejercicio de una 
acción civil, a fin de restablecerle a la entidad el detrimento económico, del cual ha sido objeto como 
consecuencia de  la declaratoria de responsabilidad. 
En cuanto a los efectos jurídicos, hay que precisar que se pueden obtener indemnizaciones, sin 
desconocer además el empleo de medidas cautelares de embargo y secuestro y el remate de 
bienes de propiedad del interventor sin desconocer otras declaraciones y condenas. 
Por lo cual en concordancia con el artículo 58 de la ley 80 de 1993, se establece que en caso de 
materia de sanciones derivadas de la responsabilidad civil, que el interventor en caso de 
declaratoria de responsabilidad civil, estará obligado al pago de las Indemnizaciones en la forma y 
cuantía que determine la autoridad judicial Competente.  
Como se ha puesto de presente los interventores, además responderán penalmente de conformidad 
con el artículo 53 de la ley 80 de 1993 disposición modificada por el artículo 82 de la Ley 1474 de 
2011, cuando cometan los tipos penales consagrados en la Ley, el Estatuto anticorrupción incorpora 
nuevos conductas penales o tipos penales con el   propósito de dotar al Estado de herramientas 
eficaces para luchar contra el fenómeno la corrupción, por lo tanto, conductas como son la 
corrupción privada consagrada en el artículo 16,  que modificó el artículo 250 A  de la  Ley 599 de 
2000,  la exclusión de beneficios y subrogados penales en delitos contra la administración pública  
relacionados con corrupción, la utilización indebida de información privilegiada consagrada en el 
artículo  18  de la ley 1474 de 2011 que modifica el artículo 258 del código penal,  es importante 
también plantear que se amplían los términos de prescripción en materia penal conforme al artículo 
14 de la ley 1474 de 2011 que modifica el inciso sexto del artículo 83 del Código Penal.  
Respecto a la responsabilidad fiscal del interventor esta es de carácter reparatorio,  pues la 
declaración de responsabilidad tiene una finalidad meramente resarcitoria, lo cual resulta predicable 
en relación con la acción de reembolso que consagra el artículo 90 de la Constitución para que el 
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Estado la ejerza con el único propósito de reintegrar a las arcas públicas el valor de la condena que 
hubo de pagar como consecuencia del actuar doloso o gravemente culposo de sus agentes. 
El parágrafo primero del artículo 2 dela ley 678 de 2001 por medio de la cual se reglamenta la 
determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a través del ejercicio de la 
acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de repetición consagra la acción de 
repetición  contra el interventor como particular que cumple funciones públicas en lo que respecta a 
la celebración, ejecución y liquidación de los contratos que celebren con las entidades estatales, , y 
define la acción de repetición como una acción civil que se ejerce como consecuencia de la 
conducta dolosa o indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u 
otra forma de terminación de un conflicto, además indica esta disposición que podrá ser llamado en 
garantía dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad pública, con los mismos fines de la 
acción de repetición. Se indica además que se ejercerá la acción de repetición para el cobro del 
lucro cesante que se determine en los fallos  de las contralorías que le pongan fin a los procesos de 
responsabilidad fiscal, se acudirá al procedimiento establecido en la ley 678 de 2001. 
Es conveniente señalar que la acción de repetición persigue la protección del patrimonio del Estado 
para que el agente del Estado que dio origen a una condena con su actuar doloso o gravemente 
culposo, reembolse lo pagado, con ella se busca defender el interés general y evitar un detrimento 
patrimonial, pues la autoridad pública se encuentra legitimada de conformidad con el artículo 90 de 
la Constitución para interponer la acción conforme al artículo 90 de la Constitución, norma que 
además impone como deber el ejercicio de la acción la cual exige como presupuesto necesario para 
la existencia de la responsabilidad patrimonial a cargo del Estado que la acción u omisión de los 
agentes del estado ocasione un daño antijurídico, con lo cual queda fuera de duda que no es 
cualquier daño el que acarrea dicha responsabilidad sino única y exclusivamente el que no se está 
obligado a soportar. 
En sentencia de la Corte Constitucional C-484/02 se indicó que: 
“Es claro, entonces, que el sujeto de la imputación de responsabilidad es el Estado, vale 
decir que no hay responsabilidad subjetiva del servidor público de manera directa con la 
víctima de su acción u omisión, sino una responsabilidad de carácter institucional que 
abarca no sólo el ejercicio de la función administrativa, sino todas las actuaciones de todas 
la autoridades públicas sin importar la rama del poder público a que pertenezcan, lo mismo 
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que cuando se trate de otros órganos autónomos e independientes creados por la 
Constitución o la ley para el cumplimiento de las demás funciones del Estado…”20 
La Corte Constitucional en esta sentencia reafirma esta responsabilidad patrimonial de carácter 
reparatorio de los agentes del estado, expresión que se utiliza porque se considera más amplio 
pues no solo comprende a los servidores públicos sino también a los particulares que cumplen 
funciones públicas y  a los que prestan servicios públicos de aquellos que hace alusión el artículo 
366 de la Constitución Policita, no es subjetiva, sino institucional, es decir comprende a todas los 
órganos, y entidades, de las ramas del poder público, y además  se extiende además a aquellas 
personas que cumplen funciones públicas.   
En relación con la responsabilidad como ya se ha mencionado a lo largo de este documento el 
interventor es sujeto disciplinable conforme lo establece el artículo 53 del Estatuto de Contratación 
Estatal  y el artículo 53 de la ley 734 de 2002, modificado por el artículo 44 de la ley 1474 de 2011, 
que modifica los sujetos disciplinables pues está disposición amplia la acción disciplinaria para los 
particulares que ejerzan funciones públicas, de manera permanente o transitoria.  
 
3.2. Contenido ético y moral de las actuaciones del interventor 
Este asunto adquiere relevancia en opinión de DWORKIN citado por Hugo Alberto Marín 
Hernández21, en aquellos casos en los cuales las normas jurídicas se muestran insuficientes para 
fundamentar la solución de un caso concreto, siempre puede recurrirse a la moral, pues entre la 
moral y el derecho se produce cierta asociación que da lugar a una normatividad indiferenciada, en 
la cual los principios morales y las reglas jurídicas constituyen un sistema coherente desde el punto 
de vista material o valorativo, esto es DWORKIN no concibe el ordenamiento moral como un 
sistema independiente del jurídico.  
Por todo lo anterior hay que reconocer la intima relación entre ética y derecho disciplinario y su 
incidencia en este materia, ética en cuanto el objeto regulado, la conducta, se dota de contenido y 
sentido a partir de ella, y en su virtud se determinan la estructura en que funcionan el deber y el tipo 
de reproche que se derive de su infracción.   
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 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-484/02 de 25 de junio de 2002 Demanda de 
inconstitucionalidad contra los artículos 1(parcial); 2 (parcial), 4 (parcial), 5, 6, 7 (parcial),  9, 11 (parcial), 14, 15 (parcial), 
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Con base en las normas reguladoras de la actividad contractual es conveniente establecer que la 
figura del  interventor es de gran relevancia, pues mediante este instrumento la entidad está 
obligada a designar a un particular con la suficiente experiencia e idoneidad, conocimiento técnico y 
especializado en el objeto del contrato a controlar y supervisar, con el fin de evitar que los que 
intervienen en la gestión contractual contribuyan al flagelo de la corrupción, lo que requiere de 
personas comprometidas no solo con su labor, sino con el Estado y la sociedad, en donde las 
actividades deben estar enmarcadas dentro de un conjunto básico de valores y principios los cuales 
deben atender la ética y la moral de los que hacen parte del Estado social de derecho, que les 
permita actuar en forma diligente dando cuenta de los actos propios y asumiendo las consecuencias 
que de ellos se derivan, procurando el interés general y manteniendo la voluntad del servicio, 
excluyendo, de esta manera interés personales, y motivaciones particulares y subjetivas.  
 
Debe advertirse que en defensa del interés general, el interventor como particular que ejerce función 
pública debe preservar su independencia de criterio y evitar verse involucrado en situaciones que 
puedan comprometer su imparcialidad. Además, es deber inexcusable del interventor mantener una 
conducta digna y no utilizar las prerrogativas derivadas del ejercicio de sus funciones para la 
obtención de beneficios personales, o para  aceptación de favores en beneficio de terceros. 
 
Síguese de lo expuesto que el interventor en el desempeño de su labor de control y vigilancia sobre 
el contrato estatal, debe sujetarse al principio de probidad, debe actuar con pleno conocimiento de 
las materias sometidas a su consideración, con la misma diligencia que un buen administrador 
emplearía para con sus propios bienes. En ejercicio de sus funciones debe inspirar confianza en la 
comunidad y asimismo, debe evitar acciones que pudieran poner en riesgo la finalidad de la función 
pública, el patrimonio del Estado o la imagen que debe tener la sociedad respecto de su servicio. 
Así mismo  el ejercicio  de las funciones de interventoría exige tener permanente disposición para el 
cumplimiento de sus funciones,  tanto en sus relaciones con el Estado, como con el contratista, y los 
beneficiarios últimos de las obras y servicios objeto del contrato. Debe desarrollar sus funciones con 
respeto, usando las prerrogativas inherentes a su cargo y los medios de que dispone únicamente 
para el cumplimiento de sus funciones y deberes.  
De otro lado el interventor debe usar las prerrogativas inherentes a su labor utilizando únicamente 
los medios de que dispone para el cumplimiento de sus funciones y deberes, ajustando su conducta 
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al derecho, sometiéndose a los preceptos establecidos en la Constitución, las leyes y los 
reglamentos que regulan su actividad.  
A lo anterior agréguese que el interventor debe  emplear de criterios de equidad para adecuar la 
solución legal a un resultado más justo nunca debe ser ejecutado en contra de los fines perseguidos 
por las leyes. 
Los mencionados deberes (que son el instrumento o directriz por medio del cual, se encauza la 
conducta de los agentes del estado, pues la esencia de la falta disciplinaria como ilicitud es la 
infracción a un deber)  encuentran su sustento en la Constitución artículo 6 y 123, y principalmente 
el articulo 95 en cuanto imponen a todas las personas,  la obligación de cumplir la Constitución y las 
leyes, de respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios, por lo tanto, las sanciones 
disciplinarias de que pueden ser objeto los interventores constituyen, dada la alta misión social que 
cumplen, una retribución que le deben al Estado por el incumplimiento de sus deberes, que se 
encuentran estrechamente ligados con el servicio a los ciudadanos en ejercicio de una función 
pública.    
3.3. El problema  de la subjetividad de los deberes establecidos por las entidades públicas 
para el interventor y su impacto para la vigilancia de los contratos estatales  
Una de las pretensiones de la presente investigación, fue establecer si se hace necesario 
estandarizar, en un procedimiento único de control y supervisión, todas las actividades de vigilancia 
a la gestión contractual o si es necesario que cada entidad continúe fijando mecanismos propios 
internos de control en ese orden de ideas  
Las entidades estatales cuentan con reglamentos o manuales de interventoría cada de uno de los 
cuales suele disponer expresamente los deberes del interventor del contrato en su etapa contractual  
y pos contractual pero la experiencia nos muestra que es decepcionante el papel de las entidades 
estatales ejerciendo control en la contratación pública. El artículo 14 de la Ley 80 de 1993 asigna a 
cada entidad contratante la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia 
de la ejecución del contrato. La planeación deficiente del proceso contractual, por ejemplo, no puede 
ser atribuida a falencias de la Ley, como tampoco pueden serlo las  fallas en la interventoría cuando 
esta etapa la ejercen funcionarios públicos. Ningún estatuto de contratación funciona correctamente 
si los encargados de dirigir el proceso contractual no están en capacidad de cumplir con la 
responsabilidad asignada.   
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Sin duda alguna sin una adecuada formación ética, el problema de la corrupción en la contratación 
persistirá sin importar la calidad de la normatividad que se expida, sin embargo buenas normas no 
son suficientes son necesarias puesto que nuestro sistema jurídico positivo constituye el eje de una 
estrategia anticorrupción. De todos modos es loable el esfuerzos del Programa Presidencial de 
Lucha Contra la Corrupción en este ámbito, pero la situación exige asignar más recursos financieros 
y humanos al fortalecimiento de los programas éticos en esta materia. 
Tanto la ley como la doctrina y la jurisprudencia reconocen la obligación de contratar la interventoría 
para aquellos contratos que resulten de un proceso de licitación y ahora con la modificación 
introducida en el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 incluso se permite que la entidad teniendo en 
cuenta la capacidad de la entidad para asumir o no la respectiva supervisión en los contratos de 
obra a que se refiere el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, cuyo valor supere la menor cuantía de la 
entidad, con independencia de la modalidad de selección, se pronunciarán sobre la necesidad de 
contar con interventoría en los estudios previos. En todo caso el legislador exige que se ejerza 
interventoría o supervisión sobre los contratos estatales, sin embargo no existe un sistema unificado 
detallado, para realizar ese propósito, y en la actualidad hay tantos procedimientos para efectuar la 
supervisión como manuales de interventoría existen.  
Desarrollando este planteamiento es importante reconocer que los riesgos de corrupción de la 
actividad contractual de la administración pública se pueden advertir en la etapa contractual o  de 
ejecución del contrato, en la cual se suelen presentar situaciones irregulares como el cambio 
sustancial de condiciones técnicas, financieras o materiales que se aprueban por las personas 
encargadas de ejercer la supervisión, vigilancia o control del desarrollo del contrato con el fin 
exclusivo de favorecer al contratista, y lógicamente así  obtener por esa vía un provecho económico 
ilícito, u obtener otro tipo de reconocimientos con idénticos propósitos. No se desconoce que dada 
la complejidad de cierto tipo de contratos, durante la ejecución de los mismos, es necesario realizar 
ajustes, o modificaciones por circunstancias imprevistas que no pudieron advertirse en los estudios 
previos, diseños o planos elaborados durante la etapa de planeación del respectivo tramite 
contractual, pero tales actuaciones deben adelantarse dentro del propósito exclusivo de garantizar 
el cabal cumplimiento del objeto contratado y con la adecuada verificación de los fundamentos 
legales, técnicos y facticos que le sirvan de soporte y justificación.  
Pero debe considerarse que las entidades públicas tienen funciones diferentes y estas dependen de  
las necesidades de los sujetos a quienes atienden, cada órgano del estado se distingue de los 
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demás, incluso dentro de los que hacen parte de una misma categoría, ahora bien  la ley 80 de 
1993 establece la obligación de que los interventores presenten informes periódicos en los que se 
explique claramente el estado de ejecución, su avance, cumplimiento e acuerdo al cronograma 
proyectado, y en general, los problemas, dificultades y situaciones imprevistas que se hayan 
advertido en el respectivo contrato. Adicionalmente el Estatuto de Contratación Estatal obliga a la 
entidad pública a seleccionar la persona que adelantara las labores de interventoría de contratos a 
través de procedimientos que garanticen la contratación de personas idóneas con amplia 
experiencia en la materia respecto de la cual ejerzan dicha labor.   
Frente a este panorama, se ha hecho evidente que no se observa la necesidad de que el Legislador 
aplique a todos los interventores iguales métodos de control, a partir de la agrupación de los 
procedimientos que puedan ser considerados como de práctica universal para las entidades 
públicas que deben observar el Estatuto de Contratación Estatal, pues es indispensable reconocer, 
a todas las entidades públicas, la facultad de adoptar sus respectivos manuales de interventoría, 
adaptándolos según las necesidades que deben atender,  para lograr con mayor eficacia el 
cumplimiento de la misión institucional de cada entidad; y por tal razón resulta imperativo 
comprender que cada institución necesita reglamentar internamente el aspecto administrativo de 
sus procedimientos relacionados con la contratación tarea que se cumple partir de sus posibilidades 
y de sus limitaciones. 
 CONCLUSION 
El estado colombiano a través de los órganos de las ramas del poder público, y las diferentes 
entidades y autoridades que la integran,  tiene como último propósito  cumplir con los fines 
esenciales del Estado, en tal sentido la actividad contractual se constituye en una herramienta 
fundamental no solo para alcanzar los fines de la contratación, sino los del Estado social de 
derecho, espacio en el cual surge, la figura de la interventoría como soporte y apoyo a la 
administración desde la perspectiva de la vigilancia y control de las actividades y servicios  a cargo 
del Estado  que son desplegadas en beneficio de una sociedad, que además lo obliga a multiplicar 
sus funciones trasladando a los interventores responsabilidades bajo unos criterios y principios 
éticos y morales que no solo rigen para los servidores públicos, sino que también alcanzan   a los 
particulares que cumplen funciones públicas,  quienes juegan un papel de vital importancia para la 
actividad contractual, pues de  su buena gestión depende la calidad y resultado de la ejecución del 
contrato .  
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Si bien en materia de responsabilidad disciplinaria  el papel del interventor parecería estar hoy más 
decantado (teniendo en cuenta la normatividad  y los pronunciamientos jurisprudenciales sobre el 
particular), es conveniente resaltar que la ley al asignar responsabilidad a tantos actores dentro de  
la contratación estatal puede generar resultados distintos a los inicialmente pretendidos por la Ley 
1474 de 2011, así, por ejemplo, el principio de responsabilidad contenido en el Estatuto de 
Contratación Estatal,  según el cual las entidades estatales están en la obligación de vigilar de 
manera rigurosa todo el proceso contractual, en procura de resguardar su patrimonio económico y el 
interés general, que podría verse seriamente afectado puesto que cada vez se encuentran mayores 
justificaciones para que la cabeza de la entidad estatal encargada de la gestión contractual, pueda 
descargar esa responsabilidad en diversos agentes.  
Las modificaciones efectuadas por la ley 1474 de 2011 en materia de responsabilidad disciplinaria 
del interventor denotan cierto interés por el legislador de desplazar toda la actividad de supervisión 
contractual en contratistas interventores, por cuanto en el mismo estatuto anticorrupción se obliga a 
que la entidad contratante, en caso de no tener la capacidad para asumir la respectiva supervisión 
señale en los estudios previos de los contratos cuyo valor supere la menor cuantía de la entidad, 
con independencia de la modalidad de selección, la necesidad de contar con interventoría.  
Por supuesto de cara al cabal cumplimiento de los fines del estado por encima de más control, es 
necesario mejor control. El sector público va cambiando, conforme cambian, también las 
necesidades de las personas que forman parte del estado, con una rapidez inusitada, y es difícil 
adaptarse de manera concomitante a esos cambios. La fugacidad del cambio choca inevitablemente 
con la rigidez de las normas y con las propias resistencias administrativas. Mientras cada día en los 
últimos años se ha creado un ente público en nuestro país, que está siendo afectado por fenómenos 
como la corrupción que impulsa a actuar a los agentes del estado de modo distinto a los estándares 
normativos del sistema para favorecer intereses particulares,  junto a ello, las leyes también se 
innovan, pero atendiendo motivaciones subjetivas, de acuerdo al interés de un cierto sector 
económico, político o social, o simplemente mutan fruto del desencadenamiento de una serie de 
problemas o situaciones críticas  y cuando estas comienzan a desplegar sus efectos, pueden 
devenir estériles por la sustitución del contexto sobre el que operan. 
Consecuentemente, es menester admitir que no es necesario unificar en un estatuto  el 
procedimiento de supervisión e interventoría de los contratos estatales, sino que cada entidad debe 
determinar para sí misma las reglas de carácter interno conforme a las cuales adecuará las 
competencias de los interventores hacia un sistema de vigilancia y control de la gestión contractual 
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que le resulte  más  efectivo, sistema que además busca atender las necesidades de los personas a 
quienes atiende.   
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